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La incidencia política como estrategia 
para eliminar las violencias basadas en 

género durante el Paro Nacional en 
el departamento del Cauca

Lograr la comprensión integral de los impactos de las violencias basadas en género evidenciadas en las jornadas 
de protesta social desarrolladas en el marco del Paro Nacional convocado el pasado 28 de abril 2021, solo es 
posible a partir de un análisis que comprenda la violencia sexual como un elemento inserto en un contexto de 
señalamiento y represión sistemática a la movilización ciudadana, en el cual el gobierno nacional ha decidido 
respaldar públicamente la autoridad de la institucionalidad militar, minimizando el rol de la estructura estatal de 
tipo civil en todo el territorio colombiano.

El análisis desarrollado hasta la fecha ha permitido que desde la Ruta Pacífica de Mujeres se visibilicen tres 
elementos particulares de reflexión en espacios de diálogo e incidencia con la institucionalidad local, regional y 
nacional; con integrantes del Senado de la República; con representantes de organismos internacionales presentes 
en el departamento del Cauca, y con delegados/as de misiones de verificación internacionales.

El resultado del diálogo sostenido hasta la fecha con múltiples actores, ha sido el posicionamiento y discusión 
de los retos a superar en el camino por garantizar a las mujeres las condiciones para ejercer de manera libre y 
segura el derecho político a la protesta social. En esta vía, con el objetivo de fortalecer las discusiones colectivas 
necesarias sobre la materia, a continuación se exponen tres de los factores que se considera importante incorporar 
al análisis de violencias basadas en género en el marco de las jornadas de movilización social adelantadas en el 
departamento del Cauca.

La lucha de las mujeres colombianas por lograr 
el derecho pleno a decidir sobre sus vidas y sus 
cuerpos, así como por posicionar sus voces en 
los escenarios públicos continúa enfrentando 
múltiples amenazas derivadas del recrudecimiento 
del conflicto armado y de la persistencia de 
discursos conservadores que buscan legitimar un 
orden nacional en el cual se resaltan las diferencias 
sociales (de género, étnicas y culturales) como 
base para asignar lugares correspondientes a 
cada sector social, discursos bajo los cuales se 
tiene como prioridad el regreso de las mujeres al 
tradicional espacio privado.

La agudización de las violencias basadas en género en el marco de la protesta social es 
un reflejo de las amenazas que enfrentan las mujeres para participar efectivamente en 
el sistema democrático colombiano.
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En este contexto sociopolítico deben analizarse las 
cuatro denuncias de casos de violencia sexual en las 
cuales se relatan agresiones que integrantes de la 
Fuerza Pública han realizado sobre los cuerpos y la 
dignidad de dos mujeres de 17 y 18 años y dos hombres, 
uno de ellos menor de edad para el momento de los 
hechos y otro que ejercía su labor como defensor de 
derechos humanos. En todos los relatos de los hechos 
se evidencia con claridad la ejecución de acciones que 
buscan generar la intimidación y amenaza a través de 
agresiones físicas y verbales a la integridad sexual de 
las víctimas.

Este tipo de agresiones de tipo sexual realizadas 
por integrantes de la Policía Nacional en las cuales 
se reprocha a las mujeres por no estar en sus casas 
cocinando, o se hacen alusiones a la intimidad, vida 

sexual o cuerpos de las mujeres a través de expresiones 
groseras y peyorativas, y que en el caso de los hombres 
se dirigen a cuestionar su orientación sexual y/o a 
generar dolor para controlar a la víctima, evidencian la 
intencionalidad de activar un terror psicológico dirigido 
a retirar a las mujeres de los espacios públicos a partir 
del miedo generado por las amenazas a la autonomía 
y seguridad sobre sus cuerpos, y del refuerzo a los 
patrones de masculinidades violentas.

A estos hechos se suman declaraciones como las 
mencionadas por representantes de gremios económicos 
en el marco de la Audiencia Pública realizada por la 
Comisión Legal de Derechos Humanos y Audiencias 
del Senado de la República en el mes de mayo 2021, 
en las cuales se establece que lo que le sucede a una 
persona depende del lugar en el que esté. 
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Los hechos de violencia sexual denunciados en 
Popayán a partir de los sucesos ocurridos la noche 
del 12 de mayo 2021 han dejado en evidencia que 
la estructura estatal no ha adoptado medidas claras 
para integrar el enfoque de género en su accionar 
cotidiano en el marco de la protesta social.

En reiteradas ocasiones la institucionalidad 
encargada de administrar la justicia, la Fuerza 
Pública, y las administraciones locales del nivel 
municipal o departamental incurrieron en actos 
en los que resultó evidente el desconocimiento 
de asuntos de género y/o a partir de los cuales se 
generaron hechos de revictimización.

En el caso de la Fuerza Pública se registraron por 
ejemplo declaraciones irresponsables por parte de 
figuras de autoridad como el Brigadier General 
Augusto Alarcón, quien no solo falta a la verdad, sino 
que, asumiendo el rol que corresponde a un juez de la 
República presenta sus declaraciones como veredicto 
estableciendo de manera abierta en redes sociales 
y ante medios de comunicación que las denuncias 
hechas sobre violencia sexual son falsas, señalando 
indirectamente a las denunciantes como mentirosas y 
evitando dar el mensaje público que se requería, en el 
que se debería haber hecho explícito el compromiso 
de la Policía Nacional por brindar garantías a las 
investigaciones penales y disciplinarias a las que haya 
lugar, por todos los hechos denunciados de violencia 
sexual que sin lugar a dudas van más allá del delito de 
acceso carnal violento.

Resaltar estos hechos resulta particularmente urgente 
teniendo en cuenta que las declaraciones de autoridades 
militares refuerzan el desconocimiento institucional 
y social sobre las violencias de género de tipo sexual, 
que suelen reducirse a acciones de penetración forzada; 
reduccionismo peligroso que resta importancia, 
naturaliza y promueve la impunidad de otros delitos 
sexuales como el acoso sexual, los actos sexuales 
abusivos y las agresiones sexuales de tipo psicológico, 
simbólico y verbal que se han presentado continuamente 
en el marco de la protesta social.

La gravedad del asunto aumenta si se tiene en cuenta 
que las acciones de revictimización por integrantes de 
la institución continuaron cuando diferentes integrantes 
de la institución castrense hicieron uso de imágenes 
obtenidas a partir de un video que se compartió con 
carácter confidencial en el grupo de WhatsApp del 
Puesto de Mando Unificado, en el que organizaciones 
sociales reportaban ante delegados institucionales 
(incluyendo de la Policía Nacional), vulneraciones 
a los derechos humanos con el objetivo de encontrar 
respuestas humanitarias inmediatas.

Una captura de pantalla realizada sobre dicho video en 
el que una de las víctimas narraba los hechos sucedidos, 
se replicó por las redes sociales de integrantes de 
la institución situación que terminó aportando a la 
extendida confusión pública sobre los casos de violencia 
sexual, presentando a una joven viva como la menor 
fallecida, señalándola de mentirosa y exponiendo 
su rostro públicamente. A partir de estas acciones 
profundamente revictimizantes, no solo se le causo 
daño a las víctimas y sus familias, sino que se generó 
un mensaje de advertencia para las demás personas 
afectadas por este tipo de violencia que buscaban 
herramientas de denuncia, el mensaje fue claro: sus 
rostros serán conocidos, su intimidad expuesta y sus 
palabras serán puestas en duda por la misma Fuerza 
Pública que formalmente tiene el deber constitucional 
de proteger la vida y honra de la ciudadanía.

La revictimización continuó cuando múltiples 
funcionarios/as delegados/as de la institucionalidad 
nacional y territorial pidieron a las víctimas y familias 
relatar en reiteradas ocasiones lo sucedido, situación 
que dejó en evidencia no solo el precario manejo que 
las administraciones locales y departamentales dan 
a los hechos de violencia sexual, sino una notable 
desarticulación institucional que impidió a las víctimas 
recibir una respuesta integral por parte del Estado, y 
las obligó a atender múltiples diálogos y escenarios 
dispersos en los que se revivieron constantemente 
memorias de los hechos sin contar con garantías de 
apoyo psicosocial.

Estas prácticas en las que se genera daño a las víctimas 
y se evidencia ante las mujeres de la sociedad civil la 
escasez institucional de herramientas para el manejo 
acertado de denuncias de violencia sexual, son posibles 
solo por el amplio desconocimiento estatal de los 
asuntos de género que demandan garantías diferenciales 
para que en el marco de la protesta social las niñas, 
jóvenes y mujeres de todas las edades puedan sentirse 
seguras.

Desconocimiento de los asuntos de género; la revictimización como práctica 
institucionalizada.2

Este tipo de declaraciones generan particular 
preocupación para las organizaciones de mujeres y 
de defensa de los derechos humanos, pues se dan en 
contextos en los cuales surgen discursos que buscan 
legitimar acciones violentas en contra de quienes no 
están en “su lugar”. Estas expresiones han posibilitado 
además la generación de ambientes favorables a la 
revictimización en los cuales se responsabiliza a las 
mujeres jóvenes o a sus familias por los hechos de 
violencia sexual sucedidos bajo el argumento de que 
si hubiesen estado en el lugar que les correspondía 
no hubiesen resultado agredidas. El mensaje que se 
posiciona a través de estos comentarios legitima entonces 
respuestas revictimizantes en las que se justifica el uso 

de la violencia de tipo sexual como herramienta legítima 
de “castigo” para aquellas mujeres que no siguen los 
patrones tradicionales de comportamiento.

Bajo estas condiciones resulta evidente el 
incumplimiento del Estado en su tarea de generar 
garantías de seguridad para que las mujeres puedan, no 
solo vivir una vida libre de violencias, sino ejercer de 
manera plena su derecho a la participación política y 
a la protesta social, con la certeza de que la expresión 
libre de sus opiniones o la exigencia de sus derechos 
en escenarios públicos no pone en riesgo su cuerpo, su 
vida o integridad.



Un punto final por resaltar es el relacionado 
con el impacto que ha tenido en el marco 
de la protesta social, la participación cada 
vez mayor de mujeres jóvenes en ejercicios 
de defensa de derechos humanos sobre la 
institucionalidad militar.

Contrario al buen recibimiento de este 
ejercicio que se esperaría al representar un 
avance sustancial en materia de defensa 
de los derechos humanos con equidad 
de género, se tiene que las actitudes y 
respuestas dadas por integrantes del 
Escuadrón Móvil Antidisturbios y/u otros 
integrantes de la Policía Nacional, ante 
la presencia de mujeres que realizan la 
exigibilidad del respeto a lo establecido en la normatividad nacional e internacional que protege el derecho a la 
protesta social, ha resultado violenta y estigmatizante.

En repetidas ocasiones integrantes de la Fuerza Pública, particularmente de la Policía Nacional, han increpado a 
las defensoras de derechos humanos agresivamente, reprochando su labor y su lugar, señalándolas de pertenecer a 
grupos guerrilleros y desconociendo públicamente su capacidad de interlocución negándose al diálogo solicitado 
por las defensoras para verificar la situación de personas detenidas o requerir el cumplimiento de garantías 
humanitarias previamente acordadas con la institucionalidad.

La sistematicidad en este tipo de respuestas que suelen ser diferentes a las dadas a los compañeros defensores de 
derechos humanos evidencia patrones de género diferenciales que subyacen en las reacciones de quienes integran 
la Fuerza Pública, a partir de lo cual se genera la impresión de que la capacidad de exigibilidad de las mujeres 
es vista como una afrenta al poder masculino que se basa sobre el uso de la fuerza. Las respuestas dadas por 
integrantes de la Policía Nacional a defensoras de derechos humanos dejan ver que en un plano más profundo que 
la institución la doctrina militar con la que se forma a la Fuerza Pública se sostiene sobre prácticas y discursos 
patriarcales, los cuales se ponen en cuestión por las defensoras en terreno, situación que parece descolocar a 
los integrantes de la Fuerza Pública, que se refugian en comentarios y actitudes erráticas y violentas para evitar 
responder las exigencias de mujeres mayoritariamente jóvenes.

Los elementos mencionados en este boletín generan especial preocupación para las organizaciones de mujeres y 
para los colectivos y redes defensoras de derechos humanos, toda vez que evidencian la ausencia de garantías de 
las mujeres para participar libre y activamente en los ejercicios de protesta social, así como para ejercer labores 
de defensa a los DDHH. Esto indica que en el marco del Paro Nacional el Estado no solo ha fallado en garantizar 
las condiciones necesarias para que sectores poblacionales históricamente violentados y discriminados puedan 
ejercer su derecho constitucional a la protesta social, sino que es la propia institucionalidad estatal la que continúa 
facilitando condiciones de marginación y violencia dirigidas a retirar a las mujeres de escenarios públicos de 
protesta y de ejercicios de defensa de los derechos humanos.

Defensoras de derechos humanos, el reto a las masculinidades violentas y patriarcales 
de la Fuerza Pública.3
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